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El impacto de la desinformación en los procesos electorales 

La democracia necesita que las personas puedan conocer hechos, comparar propuestas, 
escuchar argumentos diferentes y tomar decisiones con libertad. El voto no es solamente 
el acto de acudir a una casilla y marcar una boleta, sino el resultado de un proceso previo 
en el que la ciudadanía recibe información, conversa, analiza problemas públicos y valora 
distintas alternativas. Cuando ese proceso se contamina con datos falsos, imágenes 
manipuladas, acusaciones sin sustento, rumores o mensajes diseñados para generar 
miedo, enojo o confusión, la decisión ciudadana puede dejar de estar basada en la realidad. 
Por esta razón, la desinformación en los procesos electorales no debe verse como una 
simple molestia propia de las redes sociales. Se trata de un fenómeno que puede debilitar 
la confianza pública, distorsionar la competencia política, afectar la reputación de personas 
e instituciones y deteriorar la legitimidad de las elecciones, incluso cuando estas hayan sido 
organizadas correctamente y sus resultados reflejen los votos emitidos por la ciudadanía. 

Durante mucho tiempo, la información política circuló principalmente a través de periódicos, 
estaciones de radio, canales de televisión, reuniones comunitarias, actos públicos y 
conversaciones entre familiares, vecinos y compañeros de trabajo. Estos espacios podían 
transmitir información equivocada o parcial, pero existían ciertos filtros editoriales y 
profesionales antes de que un contenido alcanzara a grandes audiencias. La expansión de 
internet y de las plataformas digitales transformó profundamente este modelo. En la 
actualidad, cualquier persona puede crear una publicación, editar un video, grabar un 
mensaje, diseñar una imagen o compartir una afirmación con cientos o miles de usuarios 
en cuestión de segundos. Esta posibilidad ha contribuido a democratizar la comunicación, 
visibilizar causas sociales y facilitar la participación ciudadana, pero también ha reducido 
los controles que permiten verificar la información antes de publicarla. La velocidad y el 
volumen de los contenidos hacen posible que una falsedad recorra una comunidad entera 
antes de que alguien tenga tiempo de investigar su origen o aclarar lo sucedido. 

La tecnología no es por sí misma responsable de la desinformación. Las plataformas 
digitales también ofrecen herramientas para aprender, dialogar, organizar actividades 
comunitarias, conocer el trabajo de las instituciones y acercarse a información que antes 
era difícil de consultar. El problema aparece cuando estas herramientas se utilizan para 
engañar, manipular emociones, desacreditar adversarios o generar dudas artificiales sobre 
la organización de una elección. Por ello, la respuesta democrática no debe consistir en 
rechazar internet ni en limitar indiscriminadamente la libertad de expresión. El reto 
verdadero es construir una cultura digital basada en la responsabilidad, la verificación y el 
pensamiento crítico. Una ciudadanía preparada debe ser capaz de reconocer que no todo 
lo que aparece en una pantalla es verdadero, que una publicación compartida muchas 
veces no necesariamente contiene información confiable y que incluso los mensajes 
enviados por personas conocidas pueden tener su origen en fuentes anónimas, páginas 
falsas o contenidos producidos deliberadamente para confundir a la opinión pública. 

En el marco de las Actividades Específicas, reflexionar sobre la desinformación significa 
contribuir a la educación cívica y a la formación de una ciudadanía mejor preparada para 
intervenir en los asuntos públicos. Para el Partido Acción Nacional en Chihuahua, abordar 
este tema representa una oportunidad para promover principios democráticos vinculados 
con la libertad, la responsabilidad personal, la participación ciudadana y el respeto a la 
dignidad de las personas. La intención de un boletín de divulgación no es indicar qué debe 
pensar la ciudadanía, sino proporcionar herramientas para que cada persona pueda evaluar 
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los mensajes que recibe, distinguir hechos de opiniones y reconocer los intentos de 
manipulación. La defensa de la libertad de elección requiere instituciones electorales 
sólidas, pero también necesita ciudadanos capaces de preguntar, investigar y contrastar. 
Una elección puede cumplir formalmente con todas las reglas y, aun así, desarrollarse en 
un ambiente deteriorado cuando una parte importante de la conversación pública está 
dominada por engaños, acusaciones inventadas o campañas que buscan sembrar 
desconfianza sin ofrecer pruebas. 

Para entender este fenómeno es importante diferenciar entre información errónea y 
desinformación. Una persona puede compartir un dato falso porque lo entendió mal, porque 
recibió una publicación incompleta o porque confió en una fuente poco rigurosa. En ese 
caso existe un error, pero no necesariamente una intención de engañar. La desinformación 
implica la creación o difusión deliberada de contenido falso, manipulado o 
descontextualizado con el propósito de influir, confundir o causar daño. Esta distinción es 
relevante porque no puede tratarse de la misma manera a quien se equivoca de buena fe 
y a quien organiza una estrategia para alterar la percepción de miles de personas. También 
existe una categoría especialmente compleja: la información verdadera utilizada de forma 
engañosa. Esto ocurre cuando se toma una fotografía auténtica de otro momento, se 
recorta una declaración para cambiar su significado, se presenta una cifra sin contexto o se 
utiliza un documento real para llegar a una conclusión que el documento no sostiene. 

La expresión “noticia falsa” se ha vuelto común, pero puede ser insuficiente para explicar la 
diversidad de prácticas que afectan la conversación electoral. No toda información 
incorrecta adopta la forma de una noticia, ni todo contenido engañoso es completamente 
falso. Un mensaje puede mezclar datos verdaderos con afirmaciones inventadas, utilizar un 
encabezado alarmista para presentar información distinta o emplear una imagen real 
acompañada de una descripción falsa. Además, en ocasiones se utiliza la etiqueta de 
“noticia falsa” para descalificar investigaciones periodísticas, críticas legítimas u opiniones 
contrarias. Esto representa un riesgo adicional porque la lucha contra la desinformación no 
debe convertirse en un pretexto para evitar el escrutinio público o debilitar la libertad de 
prensa. En una democracia, las autoridades, los partidos, las candidaturas y las 
instituciones deben estar abiertos a la crítica. La diferencia entre crítica y desinformación 
debe establecerse mediante hechos verificables, no mediante la conveniencia política de 
quien se siente afectado por una publicación. 

La desinformación electoral puede presentarse de muchas formas. Algunas publicaciones 
inventan declaraciones y las atribuyen a una candidatura, un dirigente o una institución. 
Otras utilizan imágenes alteradas para aparentar que una persona participó en un evento, 
recibió recursos ilegales o realizó expresiones que nunca ocurrieron. También existen 
videos recortados, audios editados, encuestas falsas, documentos apócrifos, páginas que 
imitan a medios de comunicación y perfiles que suplantan la identidad de autoridades 
electorales. En otros casos, se difunden rumores sobre la fecha de la elección, la ubicación 
de las casillas, los documentos necesarios para votar o la supuesta cancelación de 
determinados centros de votación. Estas falsedades pueden parecer sencillas, pero tienen 
consecuencias graves cuando logran que una persona no acuda a votar, llegue a un lugar 
incorrecto o crea que su participación no tendrá ningún valor. La desinformación puede 
afectar tanto las preferencias políticas como las condiciones prácticas para ejercer un 
derecho. 
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Una de las razones por las que la desinformación se extiende con rapidez es que suele 
estar diseñada para provocar emociones intensas. Los mensajes que generan sorpresa, 
miedo, indignación o entusiasmo tienen mayores posibilidades de ser compartidos sin 
reflexión. Cuando una publicación parece confirmar una sospecha previa o atacar a una 
persona con la que no se simpatiza, el impulso de compartir puede aparecer antes que la 
necesidad de verificar. Los responsables de producir contenidos engañosos conocen este 
comportamiento y elaboran mensajes breves, impactantes y fáciles de recordar. En lugar 
de presentar argumentos completos, utilizan frases contundentes, imágenes dramáticas y 
llamados urgentes como “compártelo antes de que lo borren” o “los medios no quieren que 
lo sepas”. Estas expresiones buscan impedir que el usuario haga una pausa y consulte 
otras fuentes. La alfabetización digital comienza precisamente con esa pausa: detenerse, 
identificar la emoción provocada y preguntarse si el mensaje ofrece pruebas suficientes 
para aceptar lo que afirma. 

Otro factor que favorece la desinformación es la existencia de comunidades digitales en las 
que las personas reciben principalmente contenidos compatibles con sus propias opiniones. 
Los algoritmos de las plataformas suelen recomendar publicaciones similares a aquellas 
con las que el usuario ha interactuado anteriormente. Como resultado, una persona puede 
encontrarse rodeada de mensajes que refuerzan sus creencias y presentan a quienes 
piensan diferente como enemigos, amenazas o individuos mal informados. Este fenómeno 
puede generar la impresión de que todo el mundo comparte una misma visión, aunque la 
realidad social sea mucho más diversa. En un proceso electoral, esta dinámica profundiza 
la polarización y dificulta el diálogo. La ciudadanía deja de discutir sobre propuestas, 
resultados de gobierno o soluciones a problemas concretos y comienza a dividirse en 
grupos que interpretan cualquier información desde la desconfianza. La desinformación 
prospera en ese ambiente porque no necesita convencer a todos; le basta con reforzar los 
prejuicios de comunidades específicas y aumentar la hostilidad entre ellas. 

La polarización no surge únicamente por la existencia de desacuerdos. En una democracia 
es natural que las personas tengan ideas distintas sobre economía, seguridad, educación, 
salud, medio ambiente o desarrollo social. El problema aparece cuando las diferencias 
dejan de entenderse como parte legítima de la pluralidad y se convierten en una justificación 
para negar la dignidad o la buena fe de los demás. La desinformación contribuye a este 
deterioro al presentar a los adversarios como criminales, traidores o amenazas absolutas, 
muchas veces sin evidencia. En estas condiciones, los ciudadanos pueden rechazar 
cualquier aclaración proveniente de una fuente asociada con el grupo contrario. Incluso una 
verificación documentada puede ser interpretada como parte de una conspiración. Por eso, 
combatir la desinformación no consiste solamente en corregir datos falsos. También 
requiere reconstruir la disposición a escuchar, reconocer errores y aceptar que ninguna 
persona, partido o comunidad posee por sí sola toda la verdad sobre los asuntos públicos. 

Las plataformas digitales permiten que una misma mentira sea repetida desde múltiples 
cuentas, creando una apariencia de consenso. Cuando una afirmación aparece en 
diferentes perfiles, páginas y grupos, muchas personas pueden asumir que debe existir 
alguna base real. Sin embargo, la repetición no convierte una falsedad en verdad. Algunas 
campañas coordinadas utilizan cuentas automatizadas o perfiles administrados por 
personas que publican el mismo mensaje de manera simultánea. También pueden emplear 
etiquetas, comentarios masivos y reacciones organizadas para hacer que un tema parezca 
más popular de lo que realmente es. Esta manipulación de la conversación pública busca 
influir tanto en los ciudadanos como en los medios de comunicación, que podrían considerar 
relevante una discusión que en realidad fue impulsada artificialmente. Identificar estas 
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prácticas no siempre es sencillo, pero existen señales de alerta, como cuentas creadas 
recientemente, publicaciones excesivamente repetitivas, ausencia de información personal 
y una actividad concentrada casi exclusivamente en atacar o promover a determinadas 
figuras políticas. 

La desinformación también puede dirigirse contra las instituciones encargadas de organizar 
y calificar las elecciones. Una estrategia frecuente consiste en sembrar dudas anticipadas 
sobre el padrón electoral, las boletas, los sistemas de cómputo, la integración de las casillas 
o la actuación de las autoridades. Es legítimo vigilar y cuestionar el desempeño institucional, 
pero las acusaciones deben acompañarse de evidencias. Cuando se afirma de manera 
constante que todo el proceso está manipulado, sin presentar pruebas verificables, se 
debilita la confianza ciudadana antes de que la elección ocurra. Si el resultado no favorece 
a determinado grupo, la desinformación previa puede utilizarse para desconocerlo. Si el 
resultado sí lo favorece, las acusaciones pueden desaparecer sin explicación. Esta 
conducta transforma la integridad electoral en un argumento de conveniencia. Una 
democracia responsable exige denunciar irregularidades reales mediante los mecanismos 
legales correspondientes, pero también evitar afirmaciones que dañen la credibilidad 
pública cuando no existen elementos que las sustenten. 

La confianza institucional es difícil de construir y fácil de deteriorar. Cuando una falsedad 
sobre una autoridad electoral se difunde ampliamente, su corrección puede no alcanzar a 
todas las personas que recibieron el mensaje inicial. Además, las aclaraciones suelen ser 
menos llamativas que las acusaciones. Una publicación que afirma la existencia de un 
fraude puede circular mediante frases dramáticas y videos editados, mientras que la 
explicación técnica requiere tiempo, documentos y atención. Esta diferencia crea una 
desventaja para la información verificada. Por ello, las instituciones necesitan comunicar de 
manera preventiva, clara y accesible, sin esperar a que los rumores hayan alcanzado 
grandes dimensiones. Explicar cómo se imprimen y resguardan las boletas, cómo se 
integran las mesas directivas, cómo se cuentan los votos y qué mecanismos de vigilancia 
existen puede reducir el espacio disponible para la manipulación. La transparencia no 
elimina por completo la desinformación, pero ofrece a la ciudadanía referencias confiables 
para evaluar las acusaciones que encuentre en internet. 

Las consecuencias de la desinformación no terminan al concluir la jornada electoral. Los 
rumores, las acusaciones sin pruebas y las narrativas de fraude pueden permanecer 
durante meses o años, debilitando la legitimidad de las autoridades electas y aumentando 
el rechazo hacia las instituciones democráticas. Una parte de la ciudadanía puede llegar a 
considerar que participar no tiene sentido porque los resultados están decididos de 
antemano. Otra parte puede justificar comportamientos agresivos al creer que enfrenta una 
amenaza extraordinaria. En los casos más graves, la desinformación puede contribuir a 
protestas violentas, ataques contra funcionarios, intimidación a periodistas o conflictos 
dentro de las comunidades. La democracia depende de la posibilidad de aceptar resultados 
legítimos, incluso cuando no coinciden con las preferencias individuales. Esto no significa 
renunciar al derecho de impugnar irregularidades, sino reconocer que las inconformidades 
deben procesarse mediante pruebas, procedimientos legales y decisiones de las 
autoridades competentes, no mediante rumores o llamados a desconocer todo el sistema 
electoral. 

La reputación de las personas puede verse afectada de manera irreversible por contenidos 
falsos. Una acusación inventada puede difundirse en minutos y permanecer disponible en 



pág. 6 
 

internet durante años. Aunque posteriormente se demuestre su falsedad, muchas personas 
recordarán la acusación y no la aclaración. Las mujeres que participan en política enfrentan 
riesgos particulares, pues la desinformación dirigida contra ellas suele contener ataques 
relacionados con su vida privada, apariencia, familia o supuesta conducta sexual. Estas 
agresiones buscan reducir su credibilidad, intimidarlas y desalentar su participación. Los 
jóvenes, integrantes de comunidades indígenas, personas con discapacidad y 
representantes de grupos históricamente discriminados también pueden convertirse en 
objetivos de narrativas que reproducen prejuicios. Defender la integridad de los procesos 
electorales implica reconocer estas formas diferenciadas de violencia y promover una 
conversación pública centrada en las ideas, las trayectorias y las responsabilidades 
públicas, no en estereotipos o ataques diseñados para humillar a quienes participan. 

En Chihuahua, el análisis de la desinformación debe considerar la amplitud territorial, la 
diversidad de sus municipios y las diferencias en el acceso a medios de comunicación y 
servicios digitales. La información puede circular de manera distinta en las zonas urbanas, 
las comunidades rurales, la región fronteriza, la sierra y los municipios con menor 
conectividad. En algunos lugares, los grupos de mensajería instantánea y las 
conversaciones comunitarias tienen una influencia mayor que las plataformas abiertas. Un 
rumor compartido en un grupo familiar, vecinal o laboral puede adquirir credibilidad porque 
proviene de una persona conocida. Esta confianza interpersonal es valiosa para la vida 
comunitaria, pero también puede facilitar la difusión de información no verificada. Las 
estrategias de educación cívica deben adaptarse a estas realidades, utilizar lenguaje claro 
y acercar herramientas de verificación a distintos sectores de la población. No todas las 
soluciones pueden depender de recursos tecnológicos avanzados; también son necesarias 
la capacitación presencial, la radio comunitaria, los materiales impresos y la colaboración 
con organizaciones locales. 

Las comunidades con menor acceso a información diversa pueden ser especialmente 
vulnerables a los rumores, pero la desinformación no es un problema exclusivo de quienes 
tienen poca experiencia digital. Personas con alta escolaridad, servidores públicos, 
profesionistas y usuarios frecuentes de internet también pueden compartir contenidos falsos 
cuando estos confirman sus preferencias o provocan emociones intensas. Nadie está 
completamente protegido contra el engaño. Reconocer esta vulnerabilidad es importante 
porque evita una actitud de superioridad frente a quienes han creído en una publicación 
falsa. Ridiculizar a una persona puede hacer que se cierre al diálogo y se aferre aún más a 
la versión recibida. Una respuesta formativa debe partir del respeto, preguntar por la fuente, 
ofrecer información verificable y explicar con claridad por qué un contenido resulta dudoso. 
El objetivo no es ganar una discusión, sino contribuir a que la persona desarrolle 
herramientas que pueda aplicar frente a futuros mensajes. 

El periodismo profesional cumple una función esencial en la protección de la democracia. 
Los medios pueden investigar denuncias, contrastar declaraciones, revisar documentos y 
ofrecer contexto a la ciudadanía. Sin embargo, también enfrentan presiones económicas, 
competencia por la atención y exigencias de publicar con rapidez. Cuando la velocidad se 
impone sobre la verificación, un medio puede reproducir información falsa y aumentar su 
alcance. Los encabezados alarmistas, las notas construidas a partir de publicaciones 
anónimas y la ausencia de correcciones visibles dañan la confianza pública. Por ello, la 
responsabilidad periodística exige confirmar datos, diferenciar información de opinión, 
identificar claramente las fuentes y corregir los errores. Al mismo tiempo, la ciudadanía debe 
aprender a distinguir entre un medio con procedimientos editoriales y una página que imita 
su apariencia sin ofrecer información sobre sus responsables. La existencia de un logotipo, 



pág. 7 
 

un formato profesional o miles de seguidores no garantiza que el contenido haya sido 
investigado. 

Las encuestas representan otro campo utilizado para desinformar. Durante los procesos 
electorales pueden aparecer gráficos sin metodología, resultados atribuidos a empresas 
inexistentes o estudios antiguos presentados como actuales. Una encuesta seria debe 
explicar quién la realizó, quién la financió, cuándo se levantó, cuántas personas 
participaron, cómo fueron seleccionadas y cuál es su margen de error. Sin estos elementos, 
los porcentajes carecen de contexto. Además, ninguna encuesta puede predecir con 
certeza un resultado, pues las preferencias pueden cambiar y algunos ciudadanos deciden 
su voto en los últimos días. Las encuestas falsas pueden utilizarse para crear una sensación 
de triunfo inevitable, desanimar la participación de determinados grupos o presionar a 
quienes consideran apoyar una opción percibida como minoritaria. La ciudadanía debe 
observar las fechas, buscar la publicación original y desconfiar de imágenes recortadas que 
circulan sin información metodológica. Compartir una encuesta requiere la misma 
responsabilidad que compartir cualquier otro dato relacionado con la elección. 

Los contenidos audiovisuales plantean desafíos cada vez mayores. Las herramientas de 
edición permiten alterar fotografías, modificar audios y producir videos en los que una 
persona parece decir o hacer algo que nunca ocurrió. Estas tecnologías pueden utilizarse 
con fines creativos, educativos o de entretenimiento, pero también facilitan la producción 
de falsificaciones realistas. Ante un video sorprendente, conviene revisar si existe una 
versión completa, observar movimientos extraños, analizar la sincronización entre voz e 
imagen y buscar si medios confiables han documentado el hecho. Sin embargo, el problema 
no se limita a las falsificaciones sofisticadas. Muchas manipulaciones efectivas son 
sencillas: un video real recortado antes de una explicación, una imagen tomada desde un 
ángulo engañoso o un audio auténtico presentado como reciente. La mejor defensa no 
consiste en confiar únicamente en la capacidad de detectar errores técnicos, sino en 
verificar el contexto, la fecha, el lugar y la fuente original del contenido. 

La inteligencia artificial ha ampliado las posibilidades de crear textos, imágenes, voces y 
videos de apariencia convincente. Estas herramientas pueden apoyar la educación, la 
investigación y la comunicación, pero su uso irresponsable puede incrementar la cantidad 
de contenido engañoso disponible. Una persona ya no necesita conocimientos avanzados 
para producir una imagen falsa o imitar determinadas características de una voz. En los 
procesos electorales, esto podría utilizarse para fabricar declaraciones, simular 
conversaciones o atribuir conductas inexistentes a candidaturas, dirigentes y autoridades. 
La respuesta no debe basarse únicamente en la prohibición, porque la tecnología seguirá 
evolucionando y puede tener usos legítimos. Es necesario establecer criterios de 
transparencia, promover el etiquetado de contenidos generados artificialmente y fortalecer 
la capacidad ciudadana para verificar. Los actores políticos tienen una responsabilidad 
especial: no deben utilizar herramientas digitales para suplantar identidades, alterar hechos 
o difundir materiales cuya naturaleza artificial se oculte deliberadamente al público. 

Los partidos políticos, las candidaturas y sus equipos de comunicación deben asumir 
compromisos claros frente a la desinformación. La competencia electoral puede ser intensa, 
pero no todo método es compatible con la democracia. Difundir acusaciones sin pruebas, 
recortar declaraciones para modificar su sentido o utilizar cuentas anónimas para atacar 
adversarios puede generar beneficios inmediatos, pero deteriora el sistema del que todos 
forman parte. Una victoria obtenida mediante el engaño debilita la representación política y 
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aumenta el cinismo ciudadano. La responsabilidad debe extenderse a simpatizantes, 
militantes y colaboradores, quienes con frecuencia comparten contenidos sin confirmar su 
autenticidad. La formación política debe incluir habilidades digitales y principios éticos para 
la comunicación. Defender las propias ideas no requiere inventar datos sobre los demás. 
Una democracia madura se construye cuando las diferencias se expresan con firmeza, pero 
también con respeto por los hechos y por el derecho de la ciudadanía a recibir información 
que no haya sido deliberadamente manipulada. 

La libertad de expresión es un valor indispensable y debe protegerse, especialmente 
durante los procesos electorales. Las personas tienen derecho a opinar, criticar, hacer 
sátira, cuestionar decisiones y expresar desacuerdo con partidos, autoridades y 
candidaturas. Combatir la desinformación no significa establecer una verdad oficial ni 
permitir que el poder decida qué opiniones pueden circular. Las medidas frente a este 
fenómeno deben ser proporcionales, transparentes y respetuosas de los derechos 
humanos. Existe una diferencia entre una opinión severa y una afirmación factual 
deliberadamente falsa. Decir que una propuesta parece inadecuada es una valoración; 
afirmar que una persona cometió un delito requiere pruebas. Esta distinción debe guiar la 
conversación pública. La protección de la libertad de expresión y la defensa de la verdad 
no son objetivos contrarios. Ambas buscan que la ciudadanía pueda participar sin censura, 
pero también sin ser sometida a estrategias organizadas de engaño que reduzcan su 
capacidad de decidir libremente. 

La regulación de los contenidos digitales presenta dificultades importantes. Una norma 
demasiado débil puede permitir campañas de manipulación, mientras que una norma 
excesiva puede utilizarse para silenciar críticas. Las plataformas privadas también toman 
decisiones sobre lo que se publica, recomienda o elimina, y estas decisiones pueden afectar 
la visibilidad de determinados temas. Por ello, es necesario exigir mayor transparencia 
sobre el funcionamiento de los algoritmos, la publicidad política y las cuentas que financian 
campañas digitales. La ciudadanía tiene derecho a saber cuándo un mensaje fue pagado, 
quién lo patrocinó y por qué fue dirigido a un grupo específico. La publicidad segmentada 
puede utilizar datos sobre intereses, ubicación o comportamiento para enviar mensajes 
diferentes a distintos sectores, dificultando el escrutinio público. Cuando cada grupo recibe 
una promesa o una acusación distinta, resulta más complicado evaluar la coherencia de 
una campaña. La transparencia digital debe permitir que periodistas, autoridades y 
ciudadanos conozcan los mensajes que circulan durante una elección. 

La protección de los datos personales está directamente relacionada con la desinformación 
electoral. La información sobre hábitos, intereses, contactos y preferencias puede utilizarse 
para diseñar mensajes capaces de explotar temores específicos. Una persona preocupada 
por la seguridad puede recibir contenidos alarmistas sobre delitos; alguien interesado en 
programas sociales puede recibir rumores sobre la eliminación de apoyos; un ciudadano 
desconfiado de las instituciones puede ser expuesto repetidamente a acusaciones de 
fraude. Esta comunicación personalizada puede influir sin que el resto de la sociedad 
conozca el contenido difundido. Por ello, cuidar la privacidad no es únicamente una cuestión 
técnica, sino una forma de proteger la autonomía política. Los usuarios deben revisar los 
permisos de las aplicaciones, limitar la información que comparten públicamente y 
comprender que muchas plataformas recopilan datos sobre su comportamiento. Las 
instituciones y los actores políticos, por su parte, deben utilizar la información personal 
conforme a la ley y evitar prácticas destinadas a manipular vulnerabilidades individuales. 
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La educación es la herramienta más sostenible para enfrentar la desinformación. Las 
verificaciones puntuales son necesarias, pero ninguna institución puede revisar cada 
mensaje que circula en internet. Una ciudadanía con pensamiento crítico puede evaluar 
contenidos por sí misma y reducir la difusión de falsedades. Esta formación debe comenzar 
desde edades tempranas e incluir la comprensión de cómo funcionan los medios, las redes 
sociales, la publicidad y los algoritmos. También debe continuar entre las personas adultas, 
porque el entorno digital cambia constantemente. Aprender a identificar fuentes, revisar 
fechas, distinguir hechos de opiniones, buscar información original y reconocer mensajes 
manipuladores son habilidades cívicas. No se trata de desconfiar de todo, sino de 
desarrollar una confianza razonada. Una persona informada puede reconocer fuentes 
serias, aceptar correcciones y modificar su opinión cuando aparecen nuevas pruebas. Esta 
disposición es esencial para la democracia, pues permite que el debate público se base en 
argumentos y no únicamente en identidades partidistas o emociones momentáneas. 

Antes de compartir una publicación, conviene realizar algunas comprobaciones sencillas. 
La primera consiste en leer el contenido completo y no solamente el encabezado. Muchos 
títulos están diseñados para generar una reacción que el texto no sostiene. Después debe 
revisarse quién publica, si existe información sobre el autor o el medio y si otras fuentes 
confiables reportan el mismo hecho. También es necesario observar la fecha, porque 
contenidos antiguos suelen circular como si fueran recientes. En el caso de fotografías, una 
búsqueda inversa puede ayudar a localizar su primera aparición y determinar si 
corresponde al contexto mencionado. Cuando se presentan cifras, debe buscarse el 
documento original. Si el mensaje solicita compartir con urgencia o afirma que toda la 
información será eliminada, la cautela debe aumentar. Estas acciones requieren pocos 
minutos, pero pueden evitar que una persona contribuya involuntariamente a una campaña 
de engaño y ayudan a mantener la conversación pública vinculada con hechos verificables. 

La fuente de un mensaje es tan importante como su contenido. Un sitio confiable suele 
identificar a sus responsables, ofrecer datos de contacto, distinguir opinión de información 
y publicar correcciones cuando se equivoca. Las páginas creadas para desinformar pueden 
utilizar nombres parecidos a los de medios reconocidos, direcciones electrónicas con 
pequeñas variaciones o logotipos copiados. También es frecuente que presenten anuncios 
excesivos y encabezados sensacionalistas. En las redes sociales, una cuenta verificada no 
garantiza que todas sus publicaciones sean verdaderas, pero la ausencia de identidad y de 
antecedentes debe generar precaución. La ciudadanía debe preguntarse quién se beneficia 
con el mensaje, qué pruebas ofrece y si permite consultar la información original. Una 
captura de pantalla no es una fuente completa, porque puede ser editada. Un audio 
reenviado tampoco permite conocer su procedencia. La trazabilidad, es decir, la posibilidad 
de identificar el origen de un contenido, es un elemento fundamental para valorar su 
credibilidad. 

También es importante reconocer los propios sesgos. Las personas tienden a aceptar con 
mayor facilidad la información que confirma sus ideas y a exigir más pruebas cuando un 
mensaje contradice sus preferencias. Este comportamiento es humano, pero puede ser 
aprovechado por quienes producen desinformación. Una práctica útil consiste en aplicar el 
mismo nivel de exigencia a los contenidos favorables y desfavorables. Si una acusación 
contra un adversario parece creíble únicamente porque coincide con lo que se piensa de 
él, es necesario detenerse y verificar. De igual forma, una información que beneficia a la 
opción preferida no debe compartirse sin comprobar su origen. La honestidad intelectual 
implica estar dispuesto a reconocer que una publicación conveniente puede ser falsa. Esta 
actitud no debilita las convicciones políticas; por el contrario, las hace más sólidas, porque 
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permite defender ideas mediante argumentos reales y evita que la participación se base en 
engaños que podrían ser descubiertos posteriormente. 

Las conversaciones familiares y comunitarias pueden convertirse en espacios para 
contener la desinformación. Cuando alguien comparte un contenido falso, la respuesta 
inmediata suele ser confrontarlo o ridiculizarlo. Sin embargo, esta estrategia puede 
aumentar la resistencia. Resulta más efectivo preguntar de dónde proviene la información, 
revisar juntos la fuente y mostrar datos verificables con respeto. También conviene 
reconocer que todos podemos equivocarnos. La corrección debe centrarse en el contenido, 
no en la inteligencia o dignidad de la persona. En comunidades donde existe confianza, una 
aclaración cercana puede ser más efectiva que un comunicado institucional. Por ello, cada 
ciudadano puede convertirse en un promotor de información responsable. No se requiere 
ser especialista para adoptar prácticas básicas: verificar, no reenviar rumores y compartir 
fuentes completas. La lucha contra la desinformación se construye mediante miles de 
decisiones individuales que, en conjunto, determinan qué tipo de mensajes reciben mayor 
atención y cuáles pierden fuerza. 

Las instituciones educativas, organizaciones de la sociedad civil, universidades, medios y 
partidos políticos pueden colaborar en programas de alfabetización mediática. Los talleres 
deben utilizar ejemplos reales, explicar cómo se crean contenidos manipulados y permitir 
que las personas practiquen la verificación. En Chihuahua, estas acciones pueden 
adaptarse a los contextos municipales y considerar las necesidades de jóvenes, adultos 
mayores, comunidades rurales y pueblos originarios. La capacitación no debe limitarse a 
quienes utilizan redes sociales de manera intensiva. Los mensajes falsos también circulan 
mediante llamadas, volantes, conversaciones y servicios de mensajería. Una estrategia 
integral debe aprovechar distintos canales y lenguas, respetar las características de cada 
comunidad y promover la participación de liderazgos locales. La educación cívica es más 
efectiva cuando se relaciona con situaciones cotidianas, como recibir un mensaje sobre la 
ubicación de una casilla, una supuesta encuesta o una acusación contra una candidatura. 
El aprendizaje debe permitir actuar de manera concreta frente a estos casos. 

Los jóvenes tienen un papel central en este esfuerzo porque participan activamente en los 
entornos digitales y pueden convertirse en agentes de verificación dentro de sus familias y 
comunidades. Sin embargo, no debe suponerse que dominan automáticamente todas las 
habilidades necesarias por haber crecido con internet. Saber utilizar una plataforma no 
equivale a comprender cómo selecciona contenidos, recopila datos o promueve 
determinadas publicaciones. La educación juvenil debe fortalecer la capacidad de 
investigar, argumentar y dialogar. También es necesario abrir espacios para que las nuevas 
generaciones produzcan contenidos positivos sobre democracia, participación y derechos. 
Frente a la desinformación, no basta con desmentir; también es importante aumentar la 
presencia de información clara, creativa y accesible. Los jóvenes pueden utilizar videos, 
podcasts, ilustraciones y proyectos comunitarios para explicar procesos electorales. Su 
participación contribuye a renovar la cultura cívica y a construir formas de comunicación 
que respondan a las características del entorno digital contemporáneo. 

Las personas adultas mayores también requieren atención específica. Muchas de ellas han 
incorporado recientemente herramientas digitales a su vida cotidiana y utilizan grupos de 
mensajería para mantener contacto con familiares y amistades. La confianza en quien envía 
un mensaje puede llevarlas a compartirlo sin revisar su origen. Las capacitaciones deben 
evitar un tono condescendiente y reconocer la experiencia y el conocimiento de este sector. 
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Explicar de manera práctica cómo revisar enlaces, detectar cuentas falsas y buscar 
información institucional puede fortalecer su autonomía. Al mismo tiempo, las familias 
pueden acompañarlas sin controlar su acceso a la información. La inclusión digital significa 
que todas las personas puedan aprovechar la tecnología con seguridad y libertad. La 
desinformación no debe utilizarse como argumento para excluir a determinados grupos de 
la conversación pública. Por el contrario, la respuesta debe ampliar las capacidades para 
que cada ciudadano participe, pregunte y ejerza sus derechos con información suficiente. 

La comunicación oficial debe mejorar para competir con la velocidad de los rumores. Los 
mensajes institucionales excesivamente técnicos, tardíos o extensos pueden ser ignorados 
por la ciudadanía. Esto no significa simplificar de manera irresponsable, sino traducir los 
procedimientos a un lenguaje comprensible. Las autoridades electorales pueden utilizar 
infografías, videos breves, transmisiones, preguntas frecuentes y canales de atención para 
responder dudas. También deben coordinarse con medios y organizaciones locales para 
que las aclaraciones alcancen a comunidades con menor conectividad. La comunicación 
preventiva resulta especialmente importante en temas previsibles, como la vigencia de la 
credencial, la ubicación de casillas, el voto de personas con discapacidad y el 
funcionamiento de los cómputos. Cuando la ciudadanía conoce estos procedimientos antes 
de la elección, es menos probable que crea en rumores. La claridad institucional fortalece 
la confianza y permite que la vigilancia ciudadana se base en información real sobre las 
reglas y responsabilidades de cada autoridad. 

Los mecanismos de denuncia y corrección deben ser accesibles. Una persona que 
encuentra un contenido posiblemente falso necesita saber dónde puede verificarlo o 
reportarlo. Las plataformas digitales, las autoridades y los medios pueden establecer 
canales claros, pero también es necesario evitar que estos mecanismos se utilicen para 
silenciar opiniones legítimas mediante denuncias coordinadas. Cada caso debe analizarse 
con criterios transparentes. Las correcciones, además, deben llegar a las mismas 
audiencias que recibieron la información falsa. No basta con publicar una aclaración en un 
sitio institucional si el rumor circuló en grupos de mensajería y videos breves. Se requieren 
formatos adaptados y la colaboración de actores comunitarios. Cuando una institución 
comete un error, debe reconocerlo y corregirlo con rapidez. La credibilidad no se construye 
fingiendo infalibilidad, sino demostrando capacidad para rendir cuentas. Esta misma regla 
debe aplicarse a medios, partidos, organizaciones y ciudadanos que hayan compartido 
contenidos incorrectos. 

La transparencia de los actores políticos puede reducir la desinformación. Publicar 
propuestas completas, explicar decisiones, presentar información sobre gastos y responder 
preguntas permite que la ciudadanía consulte fuentes directas. Cuando la información 
oficial es escasa, confusa o inaccesible, los rumores encuentran terreno fértil. Sin embargo, 
la transparencia no debe convertirse en una estrategia de saturación. La publicación de 
grandes cantidades de documentos sin organización puede dificultar la comprensión. Los 
datos deben estar disponibles en formatos claros y acompañados de explicaciones. Los 
debates, entrevistas y ejercicios de rendición de cuentas también ayudan a contrastar 
afirmaciones. La ciudadanía debe poder evaluar a quienes buscan representarla a partir de 
sus ideas, trayectorias y resultados. Una competencia basada en información verificable 
favorece mejores decisiones y obliga a los actores políticos a elevar la calidad de sus 
propuestas, en lugar de depender de ataques anónimos o narrativas construidas para 
distraer la atención. 
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La desinformación puede afectar la agenda pública al desviar la discusión de los problemas 
reales. Durante una campaña electoral, el tiempo disponible para debatir es limitado. Si la 
atención se concentra en rumores, montajes y acusaciones sin fundamento, se reduce el 
espacio para analizar temas como seguridad, empleo, infraestructura, educación, salud, 
agua, desarrollo regional y protección del medio ambiente. Esta distracción beneficia a 
quienes prefieren evitar la evaluación de sus propuestas o resultados. La ciudadanía 
termina discutiendo si una imagen es falsa mientras deja de preguntar cómo se resolverá 
un problema concreto. Combatir la desinformación significa recuperar el valor de la 
deliberación pública. Los medios, organizaciones y partidos pueden contribuir colocando en 
el centro las necesidades de las comunidades, comparando soluciones y explicando las 
atribuciones de cada cargo. Una elección informada no es aquella en la que desaparece el 
conflicto, sino aquella en la que el conflicto se relaciona con decisiones reales y argumentos 
que pueden ser examinados. 

La confianza entre ciudadanía y democracia también depende de que las promesas 
políticas sean realistas. Aunque una promesa imposible no siempre constituye 
desinformación en sentido estricto, puede generar expectativas basadas en una 
comprensión incorrecta de las facultades de los cargos públicos. Es importante explicar qué 
puede hacer un ayuntamiento, un congreso, un gobierno estatal o una autoridad federal. 
Cuando las candidaturas ofrecen acciones que no corresponden a sus atribuciones, 
dificultan una evaluación responsable. La educación cívica debe incluir conocimientos 
básicos sobre la estructura del Estado y los mecanismos de participación. Una ciudadanía 
que comprende las responsabilidades de cada autoridad puede identificar mejor las 
afirmaciones engañosas. También puede exigir resultados de manera más precisa. La 
calidad de la información electoral no depende solamente de que los datos sean 
verdaderos, sino de que se presenten con contexto suficiente para entender qué decisiones 
están realmente en juego y qué límites legales, presupuestales o institucionales existen. 

El día de la elección pueden circular rumores destinados a reducir la participación. 
Mensajes falsos sobre hechos violentos, largas filas, falta de boletas, cambios de domicilio 
o detenciones pueden generar temor. También pueden difundirse resultados anticipados 
con la intención de hacer creer que la elección ya está decidida. Frente a estas situaciones, 
la ciudadanía debe consultar fuentes oficiales y medios confiables antes de modificar sus 
planes. Las autoridades necesitan responder rápidamente y mantener canales 
actualizados. Los observadores electorales, representantes de partidos y funcionarios de 
casilla también pueden proporcionar información sobre incidentes reales. Es importante 
diferenciar entre una irregularidad localizada y una afirmación general sobre todo el 
proceso. Un problema en una casilla debe documentarse y atenderse, pero no demuestra 
por sí mismo la existencia de una manipulación estatal o nacional. La precisión es 
fundamental para no ocultar irregularidades reales ni convertir incidentes aislados en 
pruebas de narrativas falsas. 

Después del cierre de las casillas, la desinformación puede concentrarse en los resultados 
preliminares y los cómputos. La ciudadanía debe comprender que los primeros datos no 
siempre representan el resultado definitivo y que pueden cambiar conforme se incorpora 
más información. Diferentes mecanismos cumplen funciones distintas: algunos ofrecen 
estimaciones estadísticas, otros publican actas y los cómputos oficiales determinan los 
resultados conforme a la ley. Presentar una actualización parcial como si fuera definitiva 
puede generar confusión. También es posible que circulen actas auténticas acompañadas 
de interpretaciones falsas o fotografías que no permiten identificar su origen. La 
observación ciudadana y partidista es necesaria, pero debe basarse en documentos 



pág. 13 
 

completos y procedimientos legales. Las impugnaciones forman parte de la democracia y 
permiten revisar posibles irregularidades. La desinformación aparece cuando se anuncian 
conclusiones absolutas antes de contar con evidencias o se desconoce cualquier decisión 
que no favorece las expectativas de un grupo. 

La corrección de una falsedad debe realizarse con cuidado para no aumentar su difusión. 
Repetir ampliamente un rumor puede hacer que más personas lo conozcan, incluso cuando 
la intención sea desmentirlo. Una estrategia útil consiste en comenzar con la información 
verdadera, explicar después cuál es la afirmación engañosa y cerrar reafirmando los 
hechos. También es importante utilizar lenguaje claro y evitar títulos que reproduzcan la 
acusación como si fuera cierta. Las instituciones y los medios deben decidir qué rumores 
requieren respuesta. Algunas publicaciones tienen un alcance tan limitado que una 
aclaración oficial podría darles una visibilidad que no tenían. Otras representan un riesgo 
inmediato para la participación o la seguridad y necesitan ser atendidas con rapidez. Estas 
decisiones deben basarse en el alcance, la gravedad y el potencial de daño. La ciudadanía 
puede contribuir evitando compartir capturas de contenidos falsos sin incluir una explicación 
visible que impida su interpretación equivocada. 

La responsabilidad personal es una dimensión fundamental de la democracia digital. Cada 
vez que un usuario comparte, comenta o reacciona ante una publicación, contribuye a 
aumentar su visibilidad. Las plataformas interpretan estas interacciones como señales de 
interés, incluso cuando el comentario busca expresar rechazo. Por ello, enfrentarse a la 
desinformación también implica conocer cómo nuestras acciones influyen en su circulación. 
En ocasiones es preferible no interactuar directamente con el contenido y compartir, en 
cambio, una fuente confiable que explique los hechos. La libertad de expresión incluye 
responsabilidades hacia los demás. Publicar una acusación falsa puede dañar la reputación 
y seguridad de una persona. Difundir un rumor sobre una casilla puede afectar el ejercicio 
del voto. Reenviar datos personales puede exponer a ciudadanos, funcionarios o 
periodistas. La participación digital debe guiarse por los mismos principios de respeto, 
prudencia y honestidad que se esperan en cualquier espacio público. 

Los liderazgos políticos y sociales tienen una responsabilidad mayor debido al alcance de 
sus mensajes. Una afirmación difundida por una figura reconocida puede ser aceptada por 
miles de personas sin verificación. Cuando un dirigente comparte información falsa, su 
corrección debe ser clara y recibir una visibilidad semejante. Borrar una publicación sin 
explicar el error puede dejar la falsedad circulando en capturas y reenviados. Reconocer 
públicamente una equivocación es una muestra de responsabilidad, no de debilidad. 
También es importante que los liderazgos eviten amplificar rumores únicamente para 
atacarlos, pues pueden terminar beneficiando a quienes los produjeron. La comunicación 
responsable debe concentrarse en hechos, propuestas y explicaciones. La ciudadanía tiene 
derecho a exigir que quienes ocupan posiciones de influencia actúen con mayor cuidado. 
Los partidos pueden establecer códigos de conducta digital, capacitar a sus equipos y 
sancionar internamente prácticas de manipulación, independientemente de quién resulte 
beneficiado por ellas. 

Para Acción Nacional, la defensa de la democracia está vinculada con el respeto a la 
persona, la libertad responsable y la participación ciudadana. Estos principios pueden 
orientar una postura firme frente a la desinformación. Respetar a la persona significa no 
reducirla a un objeto de manipulación ni explotar sus temores para obtener una ventaja 
política. Defender la libertad implica garantizar que cada ciudadano pueda decidir sin 
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engaños y acceder a distintas fuentes de información. Promover la responsabilidad significa 
reconocer que los derechos políticos también exigen honestidad en el debate público. La 
participación ciudadana, por su parte, no debe limitarse al voto, sino incluir la vigilancia, el 
diálogo y la exigencia de rendición de cuentas. Un partido que contribuye a la formación 
cívica fortalece el sistema democrático en su conjunto. Esta tarea debe realizarse con 
apertura y coherencia, aceptando la crítica y aplicando los mismos estándares de 
verificación a los contenidos propios y ajenos. 

La solución a la desinformación no llegará mediante una sola ley, una plataforma, una 
institución o una campaña educativa. Se requiere un esfuerzo compartido y permanente. 
Las autoridades deben comunicar con transparencia; los medios, verificar; los partidos, 
competir con ética; las plataformas, explicar sus decisiones; las escuelas, enseñar 
pensamiento crítico; y la ciudadanía, revisar antes de compartir. Cada sector posee 
responsabilidades diferentes, pero todos dependen de los demás. Una aclaración oficial 
necesita medios y ciudadanos que la difundan. Una investigación periodística requiere 
acceso a información pública. Una ciudadanía crítica necesita oportunidades de formación. 
La cooperación no significa eliminar el desacuerdo ni establecer una única interpretación 
de la realidad. Significa crear condiciones para que las diferencias se discutan sobre una 
base común de hechos, documentos y procedimientos. Sin esa base, el debate se 
transforma en una lucha de rumores en la que la verdad pierde relevancia frente a la 
capacidad de provocar emociones. 

El fortalecimiento de una cultura democrática requiere valorar la verdad como un bien 
público. Esto no significa que todos deban llegar a las mismas conclusiones, sino que las 
opiniones se construyan a partir de información que pueda ser examinada. Dos personas 
pueden conocer los mismos datos y proponer soluciones distintas. Esa diversidad es 
legítima y necesaria. La desinformación rompe este proceso porque introduce hechos 
inventados que impiden una discusión auténtica. Cuando una comunidad no puede ponerse 
de acuerdo ni siquiera sobre lo que ocurrió, se vuelve más difícil decidir qué debe hacerse. 
Recuperar una conversación basada en evidencias demanda paciencia y disposición para 
corregir. También exige reconocer que la verdad pública se construye mediante 
investigación, transparencia, periodismo, instituciones y participación ciudadana. Ninguna 
persona tiene derecho a imponer sus preferencias mediante el engaño, porque hacerlo 
reduce la libertad de los demás y convierte la democracia en una competencia de 
manipulación. 

La ciudadanía de Chihuahua posee una larga tradición de participación cívica, organización 
comunitaria y defensa de sus intereses. Esa experiencia puede convertirse en una fortaleza 
frente a la desinformación. Las comunidades que dialogan, conocen sus problemas y 
mantienen redes de confianza están en mejores condiciones para identificar mensajes que 
no corresponden con su realidad. Sin embargo, la confianza debe combinarse con 
verificación. Los liderazgos locales, organizaciones empresariales, universidades, 
asociaciones vecinales y colectivos ciudadanos pueden colaborar para difundir información 
electoral clara. También pueden organizar espacios de conversación en los que las 
personas expresen dudas sin temor a ser ridiculizadas. La democracia se fortalece cuando 
los ciudadanos sienten que pueden preguntar y recibir respuestas comprensibles. Las 
soluciones deben construirse desde la realidad de cada municipio, reconociendo que las 
formas de comunicación y los problemas públicos son diferentes en Ciudad Juárez, 
Chihuahua capital, Delicias, Cuauhtémoc, Parral, la zona serrana y las comunidades 
rurales. 



pág. 15 
 

La participación informada no termina después de votar. Una ciudadanía crítica debe dar 
seguimiento a las autoridades, revisar el cumplimiento de compromisos, consultar 
información pública y participar en mecanismos comunitarios. La desinformación también 
puede aparecer durante el ejercicio de gobierno, mediante cifras manipuladas, anuncios sin 
sustento o acusaciones destinadas a evitar la rendición de cuentas. Las habilidades 
desarrolladas durante los procesos electorales son útiles para toda la vida democrática. 
Verificar una promesa, revisar un presupuesto y comparar resultados forman parte de la 
responsabilidad ciudadana. Los partidos políticos deben mantener sus esfuerzos de 
formación más allá de las campañas, porque la cultura cívica no puede construirse 
únicamente cuando existen elecciones. Las Actividades Específicas ofrecen un espacio 
adecuado para impulsar este aprendizaje continuo, promover el análisis de los asuntos 
públicos y acercar herramientas que permitan una participación más consciente, libre y 
responsable. 

Enfrentar la desinformación exige evitar tanto la ingenuidad como el pesimismo. Ser 
ingenuo significa creer que toda publicación es auténtica o que las plataformas corregirán 
automáticamente los engaños. El pesimismo aparece cuando se piensa que nada puede 
verificarse, que todos mienten y que participar carece de sentido. Ambas actitudes 
benefician a quienes buscan manipular. La alternativa es una confianza crítica: reconocer 
que existen fuentes confiables, procedimientos de verificación e instituciones que pueden 
ser vigiladas y mejoradas. La ciudadanía no necesita convertirse en especialista para tomar 
mejores decisiones. Basta con desarrollar hábitos de precaución, consultar diversas fuentes 
y pedir evidencias antes de aceptar acusaciones. La democracia siempre ha dependido de 
la capacidad de las personas para juzgar, dialogar y actuar. El entorno digital modifica las 
herramientas, pero no elimina esa responsabilidad. Cada ciudadano conserva la posibilidad 
de contribuir a una conversación pública más honesta. 

La defensa de la integridad electoral comienza mucho antes de la instalación de las casillas. 
Inicia cuando una persona decide no compartir un rumor, cuando un medio verifica una 
acusación, cuando un partido rechaza una campaña engañosa y cuando una autoridad 
explica sus procedimientos. También continúa después de la elección, cuando los 
resultados se analizan con responsabilidad y las inconformidades se presentan mediante 
las vías legales. La desinformación busca debilitar estos comportamientos, sustituir las 
pruebas por emociones y convertir la diferencia política en enemistad. Frente a ella, la 
respuesta democrática debe reafirmar el valor de la verdad, el respeto y la participación. No 
se trata de aspirar a una conversación sin errores, porque toda sociedad puede 
equivocarse, sino de construir mecanismos para reconocerlos y corregirlos. La voluntad de 
rectificar es una de las señales más importantes de madurez cívica y debe ser promovida 
desde las instituciones, los partidos, los medios y las comunidades. 

El impacto de la desinformación en los procesos electorales no puede medirse únicamente 
por el número de publicaciones falsas. Su efecto más profundo se encuentra en la pérdida 
de confianza, el aumento de la polarización y la dificultad para tomar decisiones basadas 
en hechos. Cuando la ciudadanía duda de todo, las instituciones pierden legitimidad y los 
actores políticos pueden actuar sin rendir cuentas. Cuando la sociedad acepta cualquier 
contenido que confirme sus preferencias, el debate se vuelve incapaz de corregir errores. 
Por eso, la lucha contra la desinformación es una defensa de la libertad. Una persona 
engañada puede votar, pero su decisión no es plenamente libre si fue construida mediante 
falsedades deliberadas. Proteger la autonomía ciudadana exige acceso a información, 
educación digital, transparencia y ética política. Estos elementos no garantizan elecciones 
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perfectas, pero permiten que las decisiones colectivas reflejen con mayor fidelidad la 
voluntad de una ciudadanía consciente. 

La democracia se renueva cuando cada generación aprende a participar en las condiciones 
de su tiempo. Hoy, una parte importante de la vida pública ocurre en espacios digitales, y 
por ello la formación cívica debe incorporar nuevas herramientas sin abandonar principios 
fundamentales. La verdad, la dignidad humana, la libertad, la responsabilidad y el respeto 
siguen siendo las bases de una convivencia democrática. Las tecnologías cambian, pero la 
necesidad de actuar con honestidad permanece. Para el Partido Acción Nacional en 
Chihuahua, promover una ciudadanía capaz de identificar y enfrentar la desinformación 
constituye una contribución al fortalecimiento institucional y a la calidad de los procesos 
electorales. Esta labor no busca beneficiar una posición particular, sino defender el derecho 
de todas las personas a decidir con conocimiento, expresar sus convicciones y participar 
en condiciones de equidad. Una democracia informada es más resistente frente a la 
manipulación y está mejor preparada para resolver sus diferencias mediante el diálogo y la 
ley. 

El futuro de los procesos electorales dependerá en buena medida de la capacidad colectiva 
para proteger la conversación pública. La desinformación seguirá evolucionando y utilizará 
nuevas herramientas, formatos y estrategias. Sin embargo, también pueden mejorar los 
mecanismos de verificación, la educación mediática y la cooperación entre instituciones y 
ciudadanos. La respuesta más importante no será exclusivamente tecnológica, sino 
cultural. Consistirá en construir una sociedad que valore las pruebas, rechace el engaño y 
comprenda que compartir información es un acto con consecuencias. Cada publicación 
puede fortalecer o debilitar la confianza; cada conversación puede aclarar o aumentar la 
confusión; cada liderazgo puede contribuir al respeto o profundizar la polarización. La 
democracia necesita ciudadanos que no renuncien a preguntar, investigar y escuchar. 
Frente a la velocidad de los rumores, la reflexión puede parecer lenta, pero es precisamente 
esa pausa la que protege la libertad de decidir. 

Combatir la desinformación es una tarea permanente que requiere convicción democrática. 
Significa defender el derecho de las personas a conocer, participar y elegir sin ser tratadas 
como objetos de manipulación. Significa también reconocer que la pluralidad política no 
justifica la mentira y que la competencia electoral debe desarrollarse dentro de límites 
éticos. Una sociedad puede tener desacuerdos intensos y conservar su unidad democrática 
cuando respeta hechos básicos, procedimientos legales y la dignidad de quienes piensan 
diferente. La información responsable no elimina las diferencias, pero permite procesarlas 
mediante argumentos. Chihuahua necesita una ciudadanía activa que aproveche la 
tecnología, pero que no sea dominada por ella; que ejerza la libertad de expresión, pero 
comprenda su responsabilidad; y que participe con entusiasmo, pero también con 
pensamiento crítico. El fortalecimiento de estas capacidades permitirá que las elecciones 
sigan siendo un espacio de decisión ciudadana y no un terreno controlado por quienes 
mejor manipulan las emociones. 

La reflexión final debe conducir a una idea sencilla pero trascendente: antes de compartir, 
es necesario pensar; antes de acusar, es necesario probar; y antes de desconfiar de todo 
un proceso democrático, es necesario conocer cómo funciona. Estas prácticas cotidianas 
pueden parecer pequeñas, pero tienen un efecto acumulativo sobre la calidad de la vida 
pública. Una ciudadanía que verifica protege a sus familiares, a su comunidad y a sus 
instituciones. Un partido que comunica con honestidad contribuye a una competencia 
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legítima. Un medio que corrige fortalece su credibilidad. Una autoridad que explica y rinde 
cuentas reduce el espacio para los rumores. La democracia no se sostiene únicamente con 
leyes y organismos, sino con hábitos ciudadanos que dan vida a sus principios. Frente a la 
desinformación, la mejor defensa es una sociedad que ejerce su libertad con 
responsabilidad, que no teme a la pluralidad y que reconoce en la verdad una condición 
indispensable para decidir su propio futuro. 
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